La Situación del Agua en Costa Rica desde la 
Perspectiva de la Gestión Comunitaria del Recurso


Cuando del agua se habla, impresiona el hecho de que el clima tropical bendice a 
Costa Rica con más de 25,000 metros cúbicos de agua por cada habitante por año.  Sin embargo, históricamente tanta abundancia ha permitido que prevalezca entre los costarricenses la percepción del agua como un recurso inagotable.  Esa percepción errónea se está cambiando ante la realidad de los hechos, pero se trata de un proceso lento.



Aún hay muchísimas personas que no entienden cómo puede haber aguaceros fuertes 
a diario durante la época lluviosa mientras en la época seca merma más cada año el caudal que brota de los manantiales que abastecen a sus comunidades.  Faltan programas de educación para explicar a los pueblos que décadas de expansión urbana sin planificación nos están pasando la factura ahora en forma de la deforestación y usos de suelo no aptos en las zonas de recarga acuífera vulnerables.  Ahora en lugar de infiltrarse por los suelos boscosos, la lluvia se convierte en escorrentía cada vez más caudalosa y dañina que ocasiona inundaciones porque los cauces de los ríos no dan abasto para canalizar tanto flujo.


Luego la lluvia que sí logra infiltrarse por el suelo se contamina cada vez más por las actividades agrícolas e industriales y los miles de tanques sépticos mal diseñados o recargados.  Sólo el 4% de las aguas negras producidas en el país reciben algún tratamiento.  El otro 96% se descarga directamente a los ríos.  De ahí que no es de sorprenderse el hecho de que el Río Grande de Tárcoles, en cuya cuenca se ubica la ciudad capital de San José, es el río más contaminado de América Central, ya que la indiferencia de los costarricenses lo ha convertido en una cloaca a cielo abierto.


La indiferencia y la falta de planificación basada en una visión a largo plazo acarrean consecuencias graves a perjuicio del medio ambiente.  Por apatía y miedo a que nos tilden de 'sapos' los costarricenses no denunciamos con suficiente vehemencia las acciones de nuestros vecinos que dañan el patrimonio ambiental que nos pertenece a todos.  Hasta hace pocos años ni existían tribunales ambientales en el país.  Ahora que existen todavía están en pañales debido a la falta de presupuesto y capacitación para fortalecer la labor de los fiscales y jueces.  Por la apatía del pueblo y por la presión de los intereses políticos creados, la mayoría de los cantones del país aún carecen de un plan regulador.  Como resultado, las áreas ecológicamente sensibles están siendo invadidas por la expansión urbana descontrolada y por las actividades agrícolas cada vez más intensas.


En Costa Rica el agua padece del desamparo que ha resultado de un escenario donde múltiples ministerios y otras entidades gubernamentales reclaman competencia sobre la gestión del recurso mientras el ente rector de ley no pone orden.  Desde que fue creado, el Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE) ha sido el ente rector del agua, pero pareciera que no fue sino hasta la administración pasada (2002-2006) que se dio cuenta de semejante responsabilidad.  Todavía en el año 2008 el Departamento de Aguas del MINAE sigue siendo dependencia del Instituto Meteorológico Nacional, maniatado con un presupuesto mísero.  Así las cosas, los tres entes estatales que son los principales usuarios del agua en el país, el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (AyA), y el Servicio Nacional de Riego y Avenamiento (SENARA), siguen haciendo de las suyas sin el debido control por parte del ente rector de ley.


Es dentro de este entorno confuso que deben trabajar las Asociaciones Administradoras de Acueductos Comunales (ASADAs).  Durante los primeros diez años después de su creación en 1961, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados logró grandes avances en 
la cobertura del servicio de acueducto, pero aún quedaba lejos de cumplir con el compromiso estipulado en su Ley Constitutiva de brindar el servicio a toda la población nacional.  Para solventar la carencia del servicio en las zonas rurales, AyA impulsó la construcción de acueductos básicos en cientos de comunidades, siempre con la colaboración de los vecinos beneficiados y muchas veces con la ayuda de la municipalidad local.  Luego AyA delegaba la administración del acueducto a un comité de vecinos que, en la mayoría de los casos, estaba adscrito a la Asociación de Desarrollo Integral de la comunidad.



Ese esquema funcionaba relativamente bien por unos años, al menos mientras los Acue-ductos Comunales cobraban tarifas risibles que a duras penas cubrían sus costos de operación.  Los primeros problemas surgieron cuando se subieron las tarifas en algunas comunidades y, 
en vez de dedicar los correspondientes ingresos al mejoramiento de los acueductos, muchas Asociaciones de Desarrollo empezaron a ver a su Acueducto Comunal como una caja chica.  Por éste y otros problemas y en vista de la necesidad de dotar a los Acueductos Comunales de una figura jurídica acorde con su carácter comunitario, a mediados de los años noventa AyA comenzó a impulsar la constitución de las ASADAs.



En Costa Rica existen más de 1,700 Asociaciones Administradoras de Acueductos Comunales que abastecen a la cuarta parte de toda la población nacional.  Son asociaciones de vecinos formalmente constituidas con personería jurídica propia y encargadas de administrar 
el Acueducto de su comunidad mediante la delegación por parte de AyA.  Cada Asociación Administradora elige en Asamblea General los integrantes de su Junta Directiva y su Fiscalía, quienes ocupan sus puestos en forma ad honorem.  Las ASADAs tienen plena responsabilidad para captar y distribuir el agua que consume la comunidad, construir y mantener la infraestructura necesaria, cobrar por el servicio brindado y manejar los ingresos recaudados.  Los Acueductos Comunales no tienen vínculos formales con los gobiernos municipales de su cantón.


Por ley, AyA debe supervisar las operaciones y fiscalizar la gestión de las ASADAs.  Sin embargo, en la práctica el ente rector tiene a las ASADAs abandonadas.  El Estado no aporta recursos a AyA para atender a los Acueductos Comunales, ni tampoco el mismo AyA ha querido ejercer su facultad de cobrar a las ASADAs la atención a sus consultas técnicas.  De ahí que AyA sigue financiando a su Dirección de Sistemas Comunales con los ingresos generados por sus propios acueductos (generalmente en los grandes centros urbanos).  Como resultado 
de este esquema, cuando los funcionarios de AyA por fin acuden al llamado de auxilio de un Acueducto Comunal, generalmente ya se ha vuelto crítica una situación de mala administración que, de haber sido atendida oportunamente, no hubiera pasado a más.


Los estudios hechos por organizaciones tanto nacionales como internacionales han señalado constantemente al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados como una de las entidades estatales más desordenadas e ineficientes de Costa Rica.  Desgraciadamente, 
no existe motivo para esperar mejoras a corto plazo, ya que, por ser el ente rector en materia de acueductos y a la vez el ente operador de los acueductos más grandes del país (es decir, juez y parte a la vez), AyA se ha vuelto prácticamente intocable ante las llamadas de atención de los entes fiscalizadores del Estado.  Básicamente, AyA no tiene que rendir cuentas ante nadie, ni por su propia gestión ni mucho menos por la situación precaria de muchísimos Acueductos Comunales que pone en riesgo la salud y bienestar de tantas comunidades.



Las primeras Asociaciones Administradoras ya están entrando en la adolescencia, por decirlo así, mas el ente rector las sigue tratando como bebés en pañales.  Las ASADAs siguen atadas a un reglamento autoritario e inflexible que impide la gestión eficaz de los Acueductos Comunales.  Con bombos y platillos, en el 2006 AyA anunció un proceso de reforma del Reglamento de ASADAs donde, por primera vez, se permitió la participación de los dirigentes de los Acueductos Comunales.  Sin embargo, muchas de las sugerencias fueron rechazadas con poco o ningún fundamento razonable y, dos años después, el paradero del nuevo reglamento es un misterio.


Los dirigentes de los Acueductos Comunales de Costa Rica están cansados de promesas incumplidas.  Aún no les ha llegado la hora de independizarse de AyA, pero existe consenso entre el sector de que urge una normativa a nivel de ley para fortalecer las Asociaciones Administradoras.  En mayo del 2008 se formó la Comisión para el Fortalecimiento del Sector ASADA (COFORSA), compuesta de representantes de Acueductos Comunales de todas las provincias del país.  Con un cronograma ambicioso de reuniones, COFORSA ha venido trabajando en la redacción de un proyecto de ley que busca otorgar mayor autonomía de gestión a las ASADAs, además de protegerlas contra eventuales abusos de autoridad o actos arbitrarios producto de los vientos políticos que afectan al ente rector.



Al levantar sus ojos para ver más allá de su propia comunidad mediante esfuerzos 
como COFORSA y la formación de uniones de ASADAs, o simplemente por ver a sus Acueductos afectados por leyes débiles y políticas gubernamentales inadecuadas, los más 
de 15,000 dirigentes de los Acueductos Comunales de Costa Rica se han vuelto cada vez más preocu-pados por la situación del agua en el país.  Las mismas ASADAs se están dando cuenta de la necesidad de organizarse a nivel regional y nacional y convertirse en un actor capaz de influir en las decisiones políticas, no sólo las que afectan a los Acueductos Comunales sino también las que inciden en la gestión del agua.


Los que buscan soluciones al desamparo del recurso en el ámbito político actual sólo terminan desilusionados.  En años recientes, las acciones de las autoridades competentes en defensa del agua han sido esporádicas y basadas más en la retórica que en gestiones concretas.  La propuesta lanzada en el 2002 para agregar un capítulo de garantías ambientales a la Constitu-ción Política está durmiendo el sueño de los justos.  Luego la propuesta reforma constitucional para declarar de dominio público las aguas del territorio nacional simplemente no camina, a pesar de su lógica inherente.  Ahora se asoma un debate sobre una nueva ley de aguas que a la larga podría ser peor que la lucha reñida que dividió el país el año pasado por 
el propuesto Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos.


La Ley de Aguas vigente ha cumplido los 65 años y ya debería estar pensionada.  Una 
ley que en su época fue visionaria ya está más que obsoleta.  Al proyecto de Ley del Recurso Hídrico que primero vio la luz del día durante la administración le pegaron un frenazo cuando el Presidente Oscar Arias asumió el poder en el 2006.  Desde entonces el proyecto ha estado congelado en la Asamblea Legislativa esperando la versión 'mejorada' que el Ministro de Ambiente Roberto Dobles finalmente presentó en junio pasado.  Entre otros elementos preocupantes, el nuevo texto elimina la declaración del acceso al agua limpia como derecho humano, abre la puerta a la participación de empresas privadas en el servicio de acueducto y, para rematar, elimina la participación ciudadana en la gestión del recurso hídrico.



Aunque no lo admiten abiertamente, con sus acciones y propuestas el Presidente de la República y su Ministro de Ambiente han dejado claro que son de esas personas que creen que Costa Rica debe escoger entre la protección de su patrimonio ambiental y el desarrollo indus-trial y urbano desenfrenado.  El gobierno actual ya apostó por el desarrollo irrestricto, sin siquiera explorar las opciones que existen para elaborar un esquema de desarrollo sostenible.  Ante este panorama, la sociedad civil ha reaccionado creando la Alianza Nacional para la Defensa del Agua (ANDA) con el fin de acogerse a la vía de la Iniciativa Popular, mecanismo que permite al pueblo presentar un proyecto de ley ante la Asamblea Legislativa.  Para lograr eso, ANDA debe recoger 135,000 firmas de personas inscritas en el Padrón Electoral del país.  De alcanzarse esa meta, la Asamblea Legislativa tendrá que conocer y votar el proyecto de Ley del Recurso Hídrico presentado por ANDA, el cual será similar al expediente legislativo que quedó frenado cuando entró la nueva administración.


La apatía política del costarricense y su indiferencia al preferir dejar todo en manos de un Estado paternalista, sumadas a la ignorancia ambiental y el impacto arrollador de la globali-zación, han creado un escenario donde peligra seriamente el derecho que tienen los ciudadanos de hoy y las futuras generaciones de tomar agua pura.  Costa Rica está viviendo un amargo despertar, viéndose obligada a pagar los platos rotos por décadas de desarrollo sin planificación y sin conciencia ambiental y, al mismo tiempo, viendo cómo se le acaba el tiempo cuando urge dejar de lado la retórica bonita sobre el medio ambiente, fijar el rumbo del país hacia un modelo de desarrollo sostenible, fortalecer sus leyes acorde con ese nuevo modelo y, por primera vez en su historia, hacerlas cumplir.
